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Nota C-056-23

Licenciada
Waleska R. Hormechea B.

Fiscal General de Cuentas

Ciudad.

Rel.:Aplicación del articulo 103 de la Ley N0.38 de 31 de iulio de 2000

l. La consulta

"...si /os direcfores nac¡onales de entidades públicas, /es es aplicab/e e/

aftículo 103 de la Ley 38 de 2000, concemiente a la declarac¡ón jurada a
tavés de ce ¡ficación jurada, de set requeridos por la Fiscal¡a Generclde
Cuentas para la práctica de pruebas lest¡noniales (Declaración Jurada)".

En alención a lo consultado, esta Procuraduría es del criterio juridico, que todo aquel servidor público que

no se encuentre listado dentro de los supuestos contenidos en el artículo '103, de la Ley N0.38 de 2000,

deberá comparecer ante la autoridad competente, a rendir declaración, dictamen o a praclicar las

diligencias que se le exijan; ello, por imperio de la ley.

lll. Sustento iuridico

Un aspecto de esencial importancia al que debemos hacer referencia en primer lugar, lo constituye, el

principio cardinal de legalidad que debe regir la actuación en la administración pública, el cual se

encuentra regulado tanto a nivel constitucional como legal. Veamos:

A. MarcoConstitucional:

'Artícuto 18. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por
infracción de la Constlución o de la Ley. Los seMdores públicos los son por
esas m,bmas causas y también por extralimttación de funciones o pot omisión en
el elercicio de éstas.'

Señora Fiscal General:

Con fundamento en nuestras atribuciones constitucionales y legales, en especial, como asesores de los

funcionarios de la Administración Pública, ofrecemos respuesta a su nota FGC-DS-N-N0.387-2023 de 5 de

abril de 2023, recibida en este Despacho el día 11 del mismo mes, mediante la cual solicita nuestro criterio

sobre:

ll. Criterio de la ProcuradurÍa:
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B. [,4arco leqal (Ley No.38 de 31 de iulio de 2000)

'Articulo 34. Las aduar,iones administrat¡vas en todas /as enfidades públ,:cas se
efectuarán con aneglo a notmas de informal¡dad, ¡mparcial¡dad, uniformidad,
economia, celeridad y eficacia, garantizando la realización opo¡luna de la función
adm¡n¡strat¡va, sin nenoscabo del debido proceso legal, con objetividad y con
apego al pincipio de estricta leoalidad . . .' (Lo subrayado es nuestro)

Este principio fundamental de derecho recogido en nuestro ordenamiento juridico, propone que el mismo,

constituye el fundamento en virtud del cual todos los actos administrativos deben estar somet¡dos a las
leyes; es decir, todo ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su
jurisprudencia. Dicho en otras palabras, el seruidor público sólo puede hacer lo que la lev le permita.

En ese sentido, la Ley N0,38 de 31 de julio de 2000, "Que aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduria
de la Administración, regula el Procedimiento Administrativo General y dicta disposicíones especla/es",
establece en su Capitulo ll del Titulo Vll, todo lo relacionado con las citaciones que pueden llevar a cabo
las autoridades competenles de conocer un proceso.

Al respecto, el articulo 102 de esta Ley de procedimiento general, dispone lo siguiente:

"A¡liculo 102. Todo el que es citdo por la autoridad conpetente, cono testigo,
perito o facultativo, debe comparecer a rendir la declarxión o d¡ctamen o a
practbar la diligencia que se le exige. Si no /o hace 0 si comparece y se n¡ega a
declarar o a rendir el d¡ctamen una vez aceptado el cargo, sin excusa legal, será
sancionado con multa de ve¡nte balbox (8/.20.00) a cincuenta balboas
(&.50.00) o arresto hasfa por dos días, cada vez que incuna en este desacato."

Dos (2) son los aspectos de importancia que se desprenden del artículo citado

1. Se establece de manera especifica, la obligación o exigencia de que todo aquel que es c¡tado por

la auloridad compelente como test¡go, perito o facultativo, tenga que comparecer a rendir la

declaración o dictamen o a practicar la diligencia que se le exige.

2, Se fija una sanción que puede ser económica o de detención, a toda persona que sin excusa
legal:

a. Se ausente a la cilación formulada por la autoridad competente.
b, Si al presentarse, se niega a declarar o a rendir el dictamen una vez aceptado el cargo.

En este orden de ideas, el artículo '103 ibidem, dispone cuáles personas están excluidas de la obligación
de apersonarse ante la autoridad que conoce del proceso para rendir una declaración; sino que ésta se
realizará a través de una certificación jurada. Veamos:

'A¡{tculo 103. Se exceptúan de /as disposlciones anteriores: la Presidenta o
Pres¡dente de la República, los Ministtos y /as Minisfras de Estado, los m¡embros
de la Asamblea Leg¡sld¡va, mientras gocen de inmun¡dad, el Contralor Generat
de la República, /os jefes y las jefas de /as rnstrÍucrones autónomas,
semiautónomas y descentral¡zadas, /os Mag,sfados y las Magistradas de ta
Coñe Suprema de Justicia, /os Magisfrados y las Magistradas det Tribunal
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Hectord, los Magisfrados y,as Magisfradas de los Ttibunales Superiores, los

Jrleces y las Juezas de Circuito, los Jueces y las Juezas Municipales, el
Procurador o la Procuradora General de la Nación, la Procuradora o el
ProcuÍador de la Administrac¡on, /os Fiscales Delegados y /as Fiscales
Delegadas, /os Fisca/es y /as Fisca/es Especia/es de Ia Prccuraduía General de
la Nación, /os Flscales y /as Flsca/es Especr'a/es en Delitos Relacionados con
Drogas, el Fiscal o la Frlsca/ Superior Especial, el Fiscal o la Fiscal Aux¡l¡at de la
República, /os Fr.sca/es y /as Fisca/es Supenbres de Distrtto, Ios Flsca/es y /as

Fisca/es de Circuito, el Fiscal o la Fiscal Electoral, /os Personeros y las
Personeras Munbipales, el Dhector o la Directora General de la Policia Técnica
Judicial, el Defensor o la Defensora del Pueblo,los Reclores y /as Recforas de
las universidades estafales, /os Represenfanles y las Represenfanfes de Esfados
y organismos intemacionales y, en concordanaa con lo que para lales efecfos
establecen los conyenios ¡ntemactonales, Arzobispos y obispos católicos, el
Dkector o la Dkectora General de la Policia Nacional, el Dhector o la Diectora
del SeNhio Marítimo Nacimal y el Director o la Directora del Sev¡c¡o Aéreo
Nacional.

Iodas esfas person as declararán por med¡o de ceftificación jurada, a cuyo efecto
la autoridad que conoce del proceso administrativo, les pasará ofic¡o

acompañándoles copia de lo pe inente.

Sobre la base de los pánafos arriba analizados, el criterio de esta Procuraduria es que, todo aquel servidor
público que no se encuenlre listado de manera expresa, dentro de los supueslos contenidos en el art¡culo
103 de la Ley No.38 de 2000, deberá presenlarse ante la autoridad competente que asi lo ex¡ja, a rend¡r

declaración, dictamen o a practicar las diligencias que se le emplace, loda vez que no le es aplicable la
normativa señalada.

Asi pues, este Despacho comparte en todo, el criterio jurídico expresado por la Fiscalía General de
Cuentas, cuando señala que: "...1a norma c¡tada no exceptúa de comparecer a rendir declarac¡ón,
dictamen o la práct¡ca de la diligencia gue se /e exíja, a los diectores de unidades administrativas de las
entidades públicas."

De esta manera, damos respuesta a la consulta, e indicándole igualmente, que la opinión aqui vertida no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criter¡o jurídico concluyente que determine una posición

vinculante de la Procuraduria de la Administración, en cuanto al tema consultado.

Atentamente, ADEc
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